¿Consolidación del despotismo electivo?

            Por Lic. Lilia Puig de Stubrin

            Mañana la Cámara de Diputados de la Nación debatirá el proyecto del oficialismo nacional sobre reforma del Consejo de la Magistratura. Esta es una "institución de control" creada por la reforma constitucional de 1994 que interviene en el procedimiento de designación y remoción de todos los jueces federales que no integran la Corte Suprema de la Nación pero que no suplanta al Presidente y al Senado de la Nación que por la Constitución Nacional tienen desde 1853 la competencia conjunta de la designación y remoción de todos los jueces federales. El Consejo de la Magistratura no interviene en la conformación de la Corte Suprema.

            La razón política que dio lugar a la creación del Consejo fue la necesidad republicana de limitar el poder de los partidos políticos que a través del juego electoral obtienen la Presidencia de la República y la mayoría en la Cámara de Senadores. Es una institución destinada, casualmente, a atenuar el efecto que produce sobre el sistema institucional de gobierno la conformación de una mayoría electoral. Esta mayoría electoral que se produce es histórica y su conformación depende de la oferta electoral vigente al momento de la elección. Hay mayorías que se continúan en el tiempo, otras que no lo hacen. De allí la necesidad de la periodicidad de las elecciones y de contar con reglas electorales que permitan a los ciudadanos cambiar su voluntad en libertad y decidir en cada elección la continuidad o no de las fuerzas políticas que los gobiernan.

            Ahora bien, si la mayoría electoral es histórica; si en una democracia, los ciudadanos tienen derecho a elegir a distintas fuerzas políticas para que los gobiernen, no existe razón republicana alguna para brindarle a un grupo político por circunstanciales razones electorales el privilegio de apropiarse del derecho a la designación y remoción de los jueces del Estado federal.

            Argumento equivocado

            El argumento político central del presidente del bloque de diputados oficialista para fundamentar la reforma en la composición del Consejo de la Magistratura, que le daría al partido oficialista la posibilidad de definir las decisiones en el mismo, es que la mayoría electoral tiene derecho a predominar en la institución en virtud de la soberanía popular. Este es un argumento equivocado. En primer lugar, por la naturaleza jurídica del órgano en cuestión: el Consejo es un órgano de control, no de representación. 

En segundo lugar, porque la mayoría electoral es a término, por la vigencia del principio de la periodicidad de los mandatos electorales. La mayoría electoral se pone en cuestión cada 4 años para el cargo de Presidente y Vice, y cada 3 en el caso de la Cámara de Senadores. Como los jueces son inamovibles mientras dure su buen desempeño, si se aceptara que la mayoría circunstancial que gobierna tiene derecho a nombrar y remover a los jueces, lo que se estaría haciendo es otorgando a una fuerza política poder para trascender su propio mandato y de esta forma controlar la función judicial. Casualmente, la conformación plural del Consejo de la Magistratura, garantizando que exista una representación política de mayorías y minorías políticas -además de las corporativas y científicas-, fue el medio encontrado para garantizar que no se produzca la captura del órgano judicial por ningún grupo político. En todo caso, sería violatorio de la soberanía popular que se cristalizara la voluntad de un sector de la ciudadanía en el tiempo, no sólo porque la mayoría del cuerpo electoral puede cambiar sino porque la soberanía popular se compone en forma plural. En tercer lugar, porque el principio de la mayoría en la democracia sólo es aplicable para la elección y aún así, de acuerdo a nuestro sistema constitucional, tiene límites. En el único momento que podría operar 

en forma absoluta es cuando se elige a un solo representante pero, aun frente a esa posibilidad, nuestra Constitución lo ha restringido, ya que obliga en el caso de la elección de Presidente y Vicepresidente a conformar un determinado tipo de mayoría, si no, debe convocarse de nuevo a la ciudadanía para elegir entre los dos candidatos más votados (ballotage). Para los cargos de diputados y senadores rige el principio de la mayoría simple pero se otorga representación a las minorías. Dicho sea de paso, en la última elección se ha violado reiteradamente el derecho a la representación de la minoría en el Senado a través del desdoblamiento del peronismo en dos partidos políticos en varias provincias.

            Abuso de poder

            El derecho a la mayoría electoral se agota en el momento mismo en que se produce la elección. Trasladar ese derecho más allá de ese momento implica incurrir en lo que los constitucionalistas de la revolución americana llamaron "despotismo electivo". Esto es nada más y nada menos que el abuso del principio de la mayoría para quebrar el sistema de la división de poderes. 

Darle a una fuerza política el derecho a imponer sus criterios para la designación de los jueces encargados por la Constitución Nacional de intervenir en las causas concernientes a ministros públicos (art. 116 CN) y de velar por los derechos de los habitantes frente al poder del Estado que ejercen los funcionarios del Poder Ejecutivo es brindar la posibilidad del abuso del poder y de la violación de la ley.

            El gobierno debe abandonar la tentación autoritaria y recuperar sin temor una perspectiva pluralista. Si no lo hace, la ciudadanía tendrá derecho a sospechar y preguntarse qué quiere evitar el gobierno.

